Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional


STJSL-S.J. – S.D. Nº 030/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a nueve días de marzo de dos mil dieciséis, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “GATICA SANTOS RAÚL - RAMOS FERNANDO DOMINGO - HOMICIDIO EN OCASIÓN DE ROBO  s/ RECURSO DE CASACION” - IURIX PEX N° 80195/10.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Son formalmente procedentes los Recursos de Casación interpuestos?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que a fs. 1371 el abogado defensor del condenado SANTOS RAÚL GATICA interpone recurso de casación contra el Veredicto Nº 12 de fecha 14/08/14 dictado por la Excma. Cámara Penal Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. 1364/1366 de autos; que resuelve no hacer lugar a las nulidades articuladas por la defensa y declarar a Santos Raúl Gatica autor penalmente responsable del delito de homicidio en ocasión de robo (arts. 165 y 45 del Cód. Penal) y condenarlo a sufrir la pena de dieciocho años de prisión, accesorias legales, costas procesales, con expresa declaración de reincidencia (art. 50 del Cód. Penal). El recurso es fundado a fs. 1417/1421.
2) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente, en punto a la admisibilidad del recurso interpuesto por la defensa de los recursos en cuestión.- 
De las constancias del presente incidente, se observa que ha sido interpuesto y fundado en término: se plantea, a fs. 1371 en fecha 20/08/14 contra el Veredicto Nº 12 de fecha 14/08/14, y fundado a fs. 1417/1421 (cfr.  cédula de fs. 1403 y vta. y cargo de fs. 1421). Asimismo, ataca una sentencia definitiva  de un tribunal competente, encontrándose el recurrente exento del depósito judicial conforme al art. 431 del Cód. Procesal Penal. 
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a del art. 442 del código de rito, que el recurso articulado por la defensa deviene formalmente procedente.
3) A fs. 1401, el letrado apoderado del particular damnificado, interpone recurso de casación de conformidad con lo normado por los arts. 425, 426 y c.c. del C.P. Crim., contra la Sentencia dictada en autos conformada por Veredicto y Fundamentos (obrantes a fs. 1364/1366 y fs. 1372/1400 vta., respectivamente), publicados estos últimos en fecha 28/08/14 y por causar gravamen irreparable. El recurso es fundado a fs. 1405/1416 vta. 
4) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis a los fines de determinar, si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente en punto a la admisibilidad del recurso en estudio. 
Analizadas las constancias de autos, se observa que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término, contra una sentencia definitiva de Tribunal competente. Sin embargo, se advierte que el recurrente no ha acompañado el depósito judicial al deducir la casación, habida cuenta que la exención prevista en el art. 431 del C.P. Crim, solo se refiere al imputado “Este recurso es gratuito para el imputado”, por lo que siendo el reclamante “particular damnificado”, no se encuentra exento del pago del mismo. (STJSL-S.J. Nº 133/09 “FERNANDEZ ADARO JUAN CARLOS - RECURSO DE CASACIÓN”, del 09/12/09; STJSL-S.J.–S.D. N° 59/14. “PALAU CARLOS PABLO - HOMICIDIO CULPOSO y LESIONES CULPOSAS - s/ RECURSO DE CASACION”, del 22/05/14, entre otros). 
Este Alto Cuerpo con relación al recurso de casación, en reiteradas oportunidades ha señalado  que al revestir el carácter de extraordinario, excepcional y eminentemente restrictivo; su admisibilidad y procedencia deben juzgarse con sujeción estricta a las disposiciones legales que lo reglan, siendo el depósito un requisito de admisibilidad, que debe cumplirse cabal y estrictamente en su total magnitud (STJSL “Dr. CARLOS PEREYRA – INTERPONE RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS: AGÜERO MIRIAM DEL VALLE”, 10-08-04; “MANDATARIA CAPITAL S.A. s/ CONCURSO PREVENTIVO - RECURSO DE CASACIÓN”, 14-2-2007, entre otros).
Por ello, advirtiendo el incumplimiento por parte del recurrente de los recaudos exigidos, que constituyen la llave para la apertura del recurso, corresponde declarar formalmente improcedente el recurso de casación interpuesto por el particular damnificado. 
Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN PARCIALMENTE por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN EL Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) De los antecedentes de la causa surge que por Veredicto Nº 12  de fs. 1364/1366 de fecha 14 de agosto de 2014, cuyos Fundamentos obran a fs. 1372/1400 vta., se resuelve no hacer lugar a las nulidades articuladas por la defensa; declarar al acusado SANTOS RAUL GATICA autor penalmente responsable del delito de homicidio en ocasión de robo (arts. 165 y 45 del Cód. Penal) y condenarlo a sufrir la pena de dieciocho años de prisión, accesorias legales y costas, con expresa declaración de reincidencia (art. 50 C.P.). Asimismo, se resuelve no declarar responsable penalmente al acusado DOMINGO FERNANDO RAMOS del delito por el que venía acusado (Ley N° 22.278, modif. por Ley N° 22.803), por el beneficio de la duda (art. 1º del C.P. Crim. y 39 de la Constitución Provincial), consecuentemente se ordena su inmediata libertad en la presente causa. 
Manifiesta el defensor recurrente, en cuanto a la existencia del hecho, que de los presentes autos surge que hubo tres comisiones policiales que lo investigaron; desde el momento del mismo lo hace la Comisaria 10ª , a cargo del inspector Aguilar Cesar Omar y la Secretaria Lucrecia Stevenin, recabando los elementos y testimoniales, de donde habrían surgido en principio dos hipótesis: una acerca de una persona de Rio Cuarto según lo manifestado por la Secretaria Lucrecia Stevenin, y la otra hipótesis referida al “Moncho” Gatica por comentarios de un familiar que denominaron suegro en esas condiciones. Que se solicitaron diversas medidas, allanamientos, porque se tenían datos de que existían dos armas. Relata los allanamientos realizados por el personal policial, en la casa de Regino Becerra y en la casa de la madre de Fernando Domingo Ramos, y que en ambos casos no se secuestró ningún elemento relacionado con el hecho que se investigaba. 
Agrega que, esta comisión policial ha sido coherente en manifestar que ellos consideran que su defendido Moncho Gatica, no tenía relación con el hecho, porque no tenía las características ni el perfil; que además actuó complementariamente en la investigación la Brigada de Investigaciones, que esta Brigada indicó que había elementos para señalar a otras personas, y que en virtud de ello se pidió una prueba científica que es el informe VAIC del cruce de llamadas, que no vinculó a ninguno de sus representados. 
Manifiesta que, luego la Comisaria 9ª  tomó la causa, que también se realizaron varios allanamientos, uno de ellos en el domicilio de Raquel Gatica, de los cuales no se secuestraron elementos vinculados a la causa; se tomaron diligencias de instrucción, y se hizo un reconocimiento de vistas fotográficas.  Destaca la declaración del testigo Lagos en el debate oral, de la que surge que se desestimaron las otras hipótesis, porque eran más difíciles de investigar y “se quedaron con lo que teníamos mas cerca que era los mas fácil de vincular”. (SIC) 
Sostiene con referencia al informe fotográfico, que hace la Sra. Gladys Becerra en sede policial, que también como otros informes, están viciados, ya que la señora dijo que le mostraron una foto en blanco y negro y que no pudo advertir bien si era la moto o no; también hace referencia a la declaración del testigo Corone Jorge Alberto. Alega que otro elemento de prueba científica que se agregó al expediente en el debate, es el de balística; si efectivamente cuando se realiza el cotejo de vainas incriminadas, dice que han sido provocadas por una pistola marca Bersa modelo Thunder 380 y que había sido tomada de otra causa donde estaban vinculadas otras personas de apellido Mansilla y Genta, que están condenadas por hechos violentos;  por lo que sostiene que estamos ante personas equivocadas, ya que su defendido no es el verdadero autor del hecho; que en el expediente tampoco se han mencionado los rastros papilares latentes en la motocicleta secuestrada; que lo hace la división criminalística, a fin de que se proceda a la extracción de huellas dactilares de la motocicleta marca Zanella 110 cc dominio DGW 781 identificando chasis y motor.
Manifiesta que, esa prueba científica tampoco involucra a ninguno de sus representados. Luego se refiere al reconocimiento en rueda de personas, considerando como dice el Fiscal de Cámara, que si no hay individualización de rostro, no hay reconocimiento; por lo tanto de todos los reconocimientos no solamente hay dos personas que estuvieron en el lugar del hecho, que dicen que ninguno de sus defendidos estuvo en el lugar, sino que otras personas no pudieron dar un reconocimiento preciso. Concluye solicitando, que se dicte sentencia absolutoria por el beneficio de la duda a favor de Santos Raúl Gatica (art. 1º del C.P. Crim.), ya que no está probada su participación  en el hecho y no hay certeza para una condena. Formula reservas legales. 
2) Corrido el traslado de ley por decreto de fs. 1424 de fecha 23/09/14, a fs. 1426/1427 el apoderado del particular damnificado contesta el mismo, solicitando el rechazo de los fundamentos de la defensa por extemporáneos, de conformidad con lo dispuesto por el art. 430 del C.P. Crim. Asimismo, sostiene que el recurso de casación es inconsistente, atento que las pruebas indicadas en los fundamentos expuestos en tiempo y forma, advierten sobre la responsabilidad de Gatica y Ramos en el hecho traído a estudio. 
3) A fs. 1438/1439, obra el Dictamen del Sr. Procurador General de la Provincia quien propicia el rechazo del recurso de casación, por las razones que expone, dictamen al que remitimos en honor a la brevedad.
4) El recurso de casación ha sido definido como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica; reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (TRATADO DE LOS RECURSOS, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).
Calamandrei, en su obra "Estudio sobre el Proceso Civil", Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: "el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anu​lación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".

Sin perjuicio de ello, con el alcance del nuevo recurso de casación surgido de la sentencia de la Corte Suprema en “Casal Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según la cual, después de la reforma constitucional de 1994 (Cfr. art. 75 inc. 22), y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994,  de La Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise integralmente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.
La Corte remarcó que la norma procesal que regula el recurso de casación (arts. 456 en la Nación,  428/429 de nuestro Código Procesal), no restringe el alcance de la casación entendida de este modo, sino que había sido interpretada restrictivamente –y por ende de modo inconstitucional-, y por ello no declaró su inconstitucionalidad sino que estableció cual era el criterio con que debe ser interpretada.
5) Sentado lo anterior, adelanto que concuerdo con los fundamentos dados por el Sr. Procurador General a fs. 1438/1439, que hago míos. 
De la lectura de los fundamentos del recurso de casación, se observa que el defensor se limita a transcribir su alegato efectuado en la audiencia oral (cfr. fs. 1359/1362 vta. de los autos principales, Acta de debate oral), de manera confusa, sin signos de puntuación y además, sin precisar ni expresar los agravios provocados a su defendido por la sentencia que pretende impugnar; y no realiza una critica razonada del fallo.  Al respecto se ha sostenido que:
“El escrito presentado como casatorio carece de adecuada técnica recursiva, por adolecer de la "autosuficiencia" que permita al Tribunal -con su sola lectura- obtener el conocimiento de todos los extremos fácticos y jurídicos necesarios para resolver un "verdadero recurso", que requiere una fundamentación "autónoma", autosuficiente, que abarque las razones en las que el recurrente basa su pretensión impugnativa. Cabe recordar al recurrente la necesaria correlación que debe existir entre el fallo impugnado y el recurso extraordinario de casación. Si en la motivación de la sentencia tiene que hacerse un estudio de todo el proceso, la fundamentación del recurso debe llevar también a cabo un balance crítico de la providencia que trata de destruir; esto es, si se les exige a los Jueces que se esmeren para apontocar sus fallos, también debe exigirse la debida fundamentación del recurso para sostener el embate. La petición en estudio resulta -pues- carente de fundamentación, insuficiente e inoperante para alcanzar la apertura de la casación. Ello así, por cuanto las presentaciones ante el Cimero Tribunal Provincial se deben caracterizar por su completividad, respetando la instancia que se pretende alcanzar, al mostrar un esfuerzo doctrinario, jurisprudencial y jurídico en el memorial impugnativo, con directa y concreta aplicación al caso en forma pormenorizada y específica a cada agravio; circunstancias éstas que en la especie no aparecen debidamente acreditadas.”  (Actuaciones por investigación s. Tentativa de homicidio /// Tribunal Superior de Justicia, Santa Cruz; 20-04-2009; Sumarios Oficiales Poder Judicial de Santa Cruz; RC J 192/13, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 02/12/15). 
Con respecto a la fundamentación del recurso, considero que efectivamente y tal como lo sostiene el Sr. Procurador en su Dictamen, la defensa realiza una valoración parcializada de la prueba producida, destinada a proponer otras líneas de investigación del hecho, y demostrando una mera disconformidad con la valoración efectuada por la Excma. Cámara.
Observo en este sentido, que en el fallo la conclusión en cuanto a la intervención y responsabilidad de Santos Raúl Gatica, se ha alcanzado conforme a las reglas de la sana crítica mediante un examen prolijo y minucioso de los elementos de prueba que se produjeron en el debate, según se ha documentado en el acta respectiva. 
Una vez apreciadas las declaraciones testimoniales rendidas, la sentencia arriba a la siguiente conclusión: 
“Las testimoniales de la policía, Claudia Lorena Rodríguez, Regino Becerra y Gladys Becerra y la suma de evidencias probatorias a las que he aludido anteriormente colocan desde un inicio al acusado Santos Gatica como autor del hecho…” 
“(…) La prueba obtenida, como se ha expuesto,  es valida para enervar el derecho a la presunción de inocencia de Santos Raúl Gatica, pues se encuentran plenamente acreditados, cada uno de los aportes probatorios adquiridos, aun la prueba indiciaria porque resulta plural y de una singular potencia acreditativa. Son concomitantes al hecho que se trata de probar y se encuentran interrelacionados de modo que se refuerzan entre si. La convicción, la seguridad de haber arribado a la verdad, tiene fundamento real, suficiente. El hecho base y el hecho consecuencia se ajustan a las reglas de la lógica y de la experiencia.” (fs. 1397 vta.). 
Las declaraciones testimoniales recibidas durante la audiencia de debate, sólo pueden ser analizadas por este Tribunal, si su contenido ha sido valorado fundadamente de acuerdo a las reglas de la sana crítica racional en relación al resto del material probatorio; pero en modo alguno se podrá verificar qué impresión ha causado en el ánimo de los jueces que la han presenciado y escuchado, por cuanto se trata de una percepción propia relativa a lo acontecido en el debate oral. Así lo ha sostenido la doctrina y reiterada jurisprudencia:  
“Corresponde la comprobación de que la prueba se valoró con observancia de la legalidad y en el juicio oral bajo la vigencia de los principios de inmediación, oralidad, contradicción efectiva y publicidad, y que el razonamiento de la convicción obedece a criterios lógicos y razonables.” (Cfr. Sala III del Tribunal de Casación Penal de la Prov. de Buenos Aires, Causa Nº 11646 (Registro de Presidencia Nº 41031) caratulada: “M.E.D. y Otro  s/ Recurso de Casación”, 709/2010). 
Se observa, que el razonamiento del tribunal aparece reflejado de manera clara, tanto respecto al hecho mismo como a su desarrollo, valoración de la prueba, participación y encuadre legal.
Si no se alegan y demuestran notorios apartamientos de las reglas de la sana crítica y de la lógica, la valoración del a quo sobre el material probatorio resulta materia ajena a la casación. La prueba indiciaria, aunque no inmediata y directa, reuniendo determinadas características, es uno de los elementos convictivos que bien pueden fundar una sentencia, con la misma solvencia que la prueba directa. (Rodríguez, Mariano, La prueba indiciaria, Pensamiento Penal y Criminológico, Nº 5, Editorial Mediterránea. Pág. 351). 
Con respecto a la calificación del hecho, cabe agregar que la doctrina y jurisprudencia nacional han dicho que el delito de homicidio en ocasión de robo o “latrocinio”, exige la concurrencia de dos hechos (robo y muerte). Es decir, producido el desapoderamiento, el homicidio supone la consumación del ilícito. No basta una contemporaneidad, sino que tiene que darse una cronología entre la ocurrencia de ambos delitos, lo que surge de la frase “con motivo u ocasión” utilizada para describir la conducta. Es decir, que debe haber como mínimo un principio de ejecución del robo, a partir del cual ocurra un homicidio para que se configure el tipo, caso contrario habrá concurso material entre ambas figuras. (Homicidio criminis causae y robo agravado por homicidio, Guillermo E. H. Morosi, Orden Jurídico Penal Ed. Di Plácido, CABA, año 2003). 
Se ha sostenido que:  
“Se hace lugar al recurso de casación deducido por los particulares damnificados, se casa la sentencia recurrida en cuanto ordenó la absolución de los imputados por el delito de robo triplemente agravado por su comisión con arma de fuego, en lugar poblado y en banda y por resultar la muerte de la víctima, en grado de tentativa (hecho 1); y por el delito de robo doblemente agravado por su comisión en lugar poblado y en banda y mediante el empleo de un arma de fuego cuya aptitud para el disparo no fuera acreditada (hecho 2), toda vez que resulta arbitraria por la omisión de ponderar los informes obtenidos con el uso del sistema Vínculos por Análisis Informáticos de las Comunicaciones (VAIC) y a las conclusiones que de ellos obtuvieron los funcionarios policiales intervinientes en la investigación que testificaron en el debate, la documental que se constata a partir de las vistas de las filmaciones, las conclusiones de los cruces telefónicos y la geolocalización de los portadores de los celulares, constancias de las que surge que los hermanos encartados perpetraron los disparos que ocasionaron la muerte de la víctima ante su resistencia al intento de desapoderamiento que sufrió tras salir de la entidad financiera y en oportunidad de ser interceptada -en forma coordinada- en el rodado en el que se trasladaba por vehículos -motocicleta y camioneta- en que se conducían los imputados, quienes estuvieron comunicados permanentemente a través de sus teléfonos para ejecutar dicho accionar.(…)” 
 “El accionar planificado de los sujetos activos del evento juzgado permite inferir el conocimiento por parte de todos ellos de la utilización de un arma de fuego y de su capacidad letal, de lo que es dable colegir el conocimiento de que su utilización podría derivar en un homicidio. Si bien la probada planificación para el apoderamiento, aun considerando la asunción eventual de un homicidio en razón del arma de fuego a utilizarse, no alcanza para tener por abastecido el dolo directo y la ultrafinalidad que da razón a la agravante del homicidio en los términos del inc. 7, art. 80, Código Penal, razón por la cual este último no puede ser aplicado a quienes no estuvieron en el escenario de los hechos en el momento en que se desencadenó el tramo fáctico que derivó en la determinación de matar para asegurar el robo, decisión asumida exclusivamente por quien efectuó el disparo. No obstante, esto no implica que los incusos no deban responder por el homicidio, sino que, el reproche a su respecto deberá ser reconducido a la figura del complejo normativo del art. 165, Código Penal, por ausencia de las notas subjetivas que se exigen para el homicidio agravado.” (Vicente Pezzo, Daniel Alejandro y otro s. Recurso de casación /// Tribunal de Casación Penal Sala I, La Plata, Buenos Aires; 03-09-2015; Rubinzal Online; RC J 5788/15, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 02/12/15).
Por todo lo expuesto, propicio el rechazo del recurso de casación al no existir error de derecho que lo autorice. Asimismo, el fallo atacado ha realizado una correcta valoración de los hechos y de la prueba, no vulnera las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso del imputado; por el contrario, se han consignado suficiente las razones que llevan a determinar las conclusiones expresadas, por lo que el Recurso articulado deviene improcedente, y debe ser rechazado. 
Por todo ello VOTO a éstas SEGUNDA y TERCERA CUESTION por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que en consecuencia, de conformidad a lo resuelto en la primera cuestión, corresponde declarar formalmente improcedente el recurso de casación interpuesto por el particular damnificado a fs. 1401, con costas. 2) De conformidad a lo resuelto en las segunda y tercera cuestiones, SE RESUELVE: RECHAZAR el Recurso de Casación interpuesto por la defensa de Santos Raúl Gatica, con costas. 
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Costas al particular damnificado. 2) Costas a la recurrente vencida. (Defensa de Santos Raúl Gatica). 
 Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, marzo nueve de dos mil dieciséis.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Declarar formalmente improcedente el recurso de casación interpuesto por el particular damnificado a fs. 1401.
II) RECHAZAR el Recurso de Casación interpuesto por la defensa de Santos Raúl Gatica. 
III) Costas al particular damnificado y a la recurrente vencida (Defensa de Santos Raúl Gatica). 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
12

